
CLACSO

Chapter Title: EL PODER CONSTITUYENTE DE LOS PUEBLOS Y LA CONSTITUCIÓN EN EL 
ECUADOR  
 
Book Title: El sentido de lo común 

Book Subtitle: pensamiento latinoamericano 

Book Author(s): RAMÓN TORRES GALARZA 

Published by: CLACSO 

Stable URL: https://www.jstor.org/stable/j.ctvn96ffs.9

JSTOR is a not-for-profit service that helps scholars, researchers, and students discover, use, and build upon a wide 
range of content in a trusted digital archive. We use information technology and tools to increase productivity and 
facilitate new forms of scholarship. For more information about JSTOR, please contact support@jstor.org. 
 
Your use of the JSTOR archive indicates your acceptance of the Terms & Conditions of Use, available at 
https://about.jstor.org/terms

This content is licensed under a Creative Commons Attribution-NonCommercial-NoDerivatives 
4.0 International License (CC BY-NC-ND 4.0). To view a copy of this license, visit 
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/.

CLACSO  is collaborating with JSTOR to digitize, preserve and extend access to El sentido de lo 
común

This content downloaded from 
�������������200.12.169.16 on Mon, 06 Sep 2021 18:01:56 UTC������������� 

All use subject to https://about.jstor.org/terms

https://www.jstor.org/stable/j.ctvn96ffs.9


93

EL PODER CONSTITUYENTE  
DE LOS PUEBLOS Y LA CONSTITUCIÓN  

EN EL ECUADOR*

1. INTRODUCCIÓN
El consagrar constitucionalmente el retorno del Estado democrático, 
recuperando sus facultades inherentes, estableciendo un régimen de 
derechos y garantías ciudadanas, así como el reconocimiento de for-
mas de participación y representación social, además del desarrollo 
de los derechos de los pueblos y los derechos de la naturaleza, consti-
tuyen en el caso de Ecuador, principios y normas constitucionales que 
aportan en la resignificación del constitucionalismo latinoamericano.

Estos principios son consagrados como normas en la Constitu-
ción de Montecristi, luego de varios procesos constituyentes, que de-
ben comprenderse, no solo en relación con la constitución, sino con 
la sociedad, es decir aquellos que desde nuevos liderazgos políticos, 
convocan, organizan y representan los intereses y necesidades de los 
pueblos, —que a partir de hechos simbólicos, generan hechos polí-
ticos y rebeliones sociales— y que al ser orientados en democracia, 
logran definir un nuevo proyecto político policlasista, ciudadano, que 
gana las elecciones y articula una nueva correlación de fuerzas de 
representación plural, que convoca la Constituyente y crea la nueva 
Constitución como un acuerdo de convivencia democrática.

*	  Publicado en “O novo constitucionalismo latinoamericano”, UNILA, Brasil, 
2016.
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Son los hechos sociales y políticos los que determinan las for-
mas y contenidos constitucionales, es el poder constituyente de los 
pueblos, que enfrenta al viejo orden que consagró constitucional y 
jurídicamente, la supremacía de los derechos del capital sobre el de 
los seres humanos, el trabajo y la naturaleza.

Este momento en la historia política ecuatoriana, marca el trán-
sito entre la forma de concreción normativa que el neoliberalismo 
impuso, hacia nuevas formas de transformación social, económica, 
política y ambiental.

El presente artículo aborda algunos de los contenidos que definen 
la novedad y aporte de este proceso: la reforma, trasformación y de-
mocratización del Estado; los derechos del Estado, de los pueblos y de 
la naturaleza; el régimen de derechos y garantías; los derechos econó-
micos del Estado y los ciudadanos; y la integración latinoamericana.

El proceso social hacia el nuevo constitucionalismo ecuatoriano 
tiene identidades y diferencias con otros procesos latinoamericanos, 
pero en todos ellos existe una variable de visión compartida, la bús-
queda de regímenes constitucionales que representen a un nuevo su-
jeto plural, diverso, soberano, nuestros pueblos.

2. LA CONSTITUCIÓN DE MONTECRISTI 
En Ecuador, en enero de 2007, se posesionó en funciones el Presidente 
Rafael Correa Delgado, quien como parte de su plan de gobierno con-
vocó a la Asamblea Nacional para la elaboración de la nueva Constitu-
ción, expresión que nació de la crisis de organización y representación 
de los partidos tradicionales, la “partidocracia”. Con este proyecto en 
oposición a las políticas neoliberales, y la convocatoria a una consulta 
popular para elegir a una Asamblea Constituyente se trabajó el pro-
yecto de la nueva Constitución.

Posteriormente, el 28 de septiembre de 2008, este proyecto fue 
aprobado con 64% de los votos válidos, convirtiéndose en la nueva 
Constitución del Ecuador, que contiene 444 artículos. 

Analizaremos a nuestro criterio, cuáles son sus contenidos prin-
cipales:

2.1 LA REFORMA, DEMOCRATIZACIÓN Y TRANSFORMACIÓN DEL ESTADO
Se reforma la naturaleza esencial del Estado al fortalecer su rol en la 
economía, y para ello, consagra un conjunto de amplias facultades: El 
desarrollo de una adecuada planificación, la existencia de distintas for-
mas de: propiedad (art. 321). Distintas formas de organización econó-
mica (arts. 283 y 319), y distintos tipos de sectores financieros (art. 208). 

Se constitucionaliza la existencia de la economía popular y solida-
ria, esta agrupa a sectores cooperativistas, asociativos y comunitarios,  
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se rige por su propia ley (art. 284), sus productos tienen prioridad en 
las compras públicas y en las políticas estatales comerciales (art. 306) 
y financieras (art. 311).

Se regula la organización y control de las empresas públicas (art. 
315). A este tipo de empresas corresponde la gestión de sectores es-
tratégicos como energía, telecomunicaciones, recursos naturales no 
renovables, entre otros, así como la prestación de servicios públicos 
(arts. 313-314). Solo por excepción y mediante ley, esas prestaciones 
pueden ser delegadas a empresas mixtas, comunitarias o privadas 
(art. 316).

La Constitución de 2008 reconoce la importancia del mercado 
(arts. 283, 304.6 y 336.2). No obstante, prioriza el desarrollo de la pro-
ducción nacional (arts. 304 y 319.2) y de los pequeños y medianos pro-
ductores (art. 306) mediante políticas de promoción a las exportacio-
nes y desincentivos específicos a las importaciones, así como políticas 
de precios que protejan la competencia (art. 335).

Se dictan normas relativas al: desarrollo (art. 276.2), la soberanía 
alimentaria (art. 281.4), la política fiscal (art. 285) y tributaria (art. 
300).

Comprender la naturaleza y alcance de estas normas constitu-
cionales, supone reconocer en cuanto la ideología jurídica neoliberal 
determino la existencia de un ordenamiento constitucional y legal. 

Las instituciones políticas del liberalismo se fundamentaban en una rela-
ción subsidiaria, en relación con el orden económico liberal, y en ese di-
seño como es de conocimiento público, las posibilidades de participación 
política se circunscribían a aquellos considerados plenamente como ciuda-
danos, es decir propietarios, cuyos umbrales de renta variaban en relación 
con las fuerzas políticas. (Subirats, 2013)

El viejo constitucionalismo consagró la servidumbre política de los 
poderes públicos a los mercados financieros.

“Si queremos repensar la política, se deberá empezar por repensar 
esa lógica delegativa” (Subirats, 2013). La relación entre sociedad y po-
der político, es un elemento clave para poder entender la política como 
la forma de representación de los intereses y necesidades sociales.

Dentro de este nuevo proceso se buscó explorar y potenciar for-
mas de organización social que favorezcan a la reconstrucción de vín-
culos Estado-sociedad, acción que es imperativa y necesaria, así como 
avanzar en nuevas formas de participación colectiva que van más allá 
del ámbito institucional. Hoy en día se exige la incorporación de la 
ciudadanía a la resolución colectiva de problemas comunes, y ello su-
pone no confundir a la política con instituciones, ni participación con 
elecciones.
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En la Constitución de 2008, se generaron varios principios dise-
ñados como una nueva forma de “participación y organización del 
poder”, en ellos se establece: 

Art. 95.- Las ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, par-
ticiparán de manera protagónica en la toma de decisiones, planificación y 
gestión de los asuntos públicos, y en el control popular de las instituciones 
del Estado y la sociedad, y de sus representantes, en un proceso permanen-
te de construcción del poder ciudadano. La participación se orientará por 
los principios de igualdad, autonomía, deliberación pública, respeto a la 
diferencia, control popular, solidaridad e interculturalidad.

La participación de la ciudadanía en todos los asuntos de interés público 
es un derecho, que se ejercerá a través de los mecanismos de la democracia 
representativa, directa y comunitaria.

Estas formas de organización son parte del nuevo modelo de gober-
nanza, donde la participación y representación de los sectores histó-
ricamente excluidos, aporta en los procesos de construcción de una 
estructura orgánica y planificada, en función del bien común. 

 La distinción estriba en entender que no es un Estado constitu-
cional, aquel que cuenta con un texto que se autodenomina constitu-
ción (concepto formal), sino el que cuenta con una constitución en 
sentido propio (concepto material), es decir, fruto de la legitimidad 
democrática, y que cuenta con instrumentos que garantizan la limi-
tación del poder y la efectividad de los derechos contemplados con el 
texto constitucional. 

El neoconstitucionalismo, pretende explicar este conjunto de tex-
tos constitucionales, que aparecen a partir de la década de los setenta, 
que contienen altos niveles de normas que condicionan a la actua-
ción por medio de la ordenación de ciertos objetivos”. El neoconsti-
tucionalismo, desde ese punto de vista es una teoría del derecho, y no 
propiamente una teoría de la constitución” (Viciano Pastor; Martínez 
Dalamanu, 2010).

Por otro lado, además de la forma de participación se estable-
cieron los lineamientos generales para la estructura de los diferentes 
niveles de democracia. De esta forma, se señala:

Art. 100.- En todos los niveles de gobierno se conformarán instancias de 
participación integradas por autoridades electas, representantes del régimen 
dependiente y representantes de la sociedad del ámbito territorial de cada 
nivel de gobierno, que funcionarán regidas por principios democráticos.

Esta forma de integrar los niveles de gobierno, refleja el interés de 
conservar y promover una participación activa, y al mismo tiempo re-
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presentativo, donde los delegados de las diferentes zonas territoriales, 
influyen en la toma de decisiones respecto de sus comunidades.

Dentro de esta reestructuración no pueden faltar las formas de 
fiscalización, para el control del aparato estatal. Es por ello, que en el 
art. 204, inciso tercero establece:

La Función de Transparencia y Control Social estará formada por 
el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, la Defensoría 
del Pueblo, la Contraloría General del Estado y las superintendencias. 
Estas entidades tendrán personalidad jurídica y autonomía adminis-
trativa, financiera, presupuestaria y organizativa. 

La función de transparencia tiene por objeto alcanzar una mayor 
participación ciudadana, la cual está encaminada a la protección y 
ejercicio de los derechos de los ciudadanos, de igual forma se orienta 
al combate contra la corrupción.

La nueva constitución de 2008, a partir de los principios de de-
mocracia participativa y protagónica, tiene el propósito de alcanzar 
la equidad social, inclusión y participación de todos los individuos y 
colectivos, para alcanzar el buen vivir, los principios consagrados en 
el “Sumak kawsay”.1

2.2 LOS DERECHOS DEL ESTADO
El Estado ecuatoriano a partir de Constitución de Montecristi, se con-
vierte en una organización política-jurídica con derechos, los cuales 
son exclusivamente de su competencia. Así, en el artículo 260 señala 
que “el ejercicio de las competencias exclusivas no excluirá el ejerci-
cio concurrente de la gestión en la prestación de servicios públicos y 
actividades de colaboración y complementariedad entre los distintos 
niveles de gobierno”.

Al establecer expresamente esta exclusividad, se incorpora cla-
ramente las funciones para evitar los niveles de conflictividad hacia: 
una gestión pública del interés común, el fomento de coordinación y 
la cooperación entre distintos niveles de gobierno.

1	  El Sumak Kawsay o “buen vivir” es “la satisfacción de las necesidades, la conse-
cución de una calidad de vida y muerte digna, el amar y ser amado, el florecimiento 
saludable de todos y todas, en paz y armonía con la naturaleza y la prolongación 
indefinida de las culturas humanas. El buen vivir supone tener tiempo libre para la 
contemplación y la emancipación, y que las libertades, oportunidades, capacidades 
y potencialidades reales de los individuos se amplíen y florezcan de modo que per-
mitan lograr simultáneamente aquello que la sociedad, los territorios, las diversas 
identidades colectivas y cada uno —visto como un ser humano universal y particular 
a la vez— valora como objetivo de vida deseable (tanto material como subjetiva-
mente y sin producir ningún tipo de dominación a un otro)”. Plan Nacional para el 
Buen Vivir 2009-2013.
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Estos derechos exclusivos van orientados a las políticas de de-
fensa, relaciones internacionales, planificación, políticas económicas, 
tributarias, aduaneras, arancelarias; fiscales y monetarias; comercio 
exterior y endeudamiento; políticas de educación, salud, seguridad so-
cial, vivienda, áreas naturales protegidas y recursos naturales. 

Adicionalmente, se establece como exclusivo del Estado, el espec-
tro radioeléctrico y el régimen general de comunicaciones y telecomu-
nicaciones; puertos y aeropuertos. Los recursos energéticos; minera-
les, hidrocarburíferos, hídricos, biodiversidad y recursos forestales.

2.3 EL RÉGIMEN DE DERECHOS Y GARANTÍAS
El reconocimiento constitucional de nuevos derechos y la determi-
nación de garantías efectivas para poder ejercerlos y reivindicarlos, 
constituye otra de las características de la novedad de este nuevo régi-
men. Entre ellos, los siguientes:

a)	los derechos de las personas y grupos de atención prioritaria 
(art. 35). Se establecen los derechos sobre las diferencias, en 
relación con la atención especial de adultos mayores, migran-
tes, mujeres embarazadas, jóvenes, personas con discapacidad, 
personas con enfermedades catastróficas, privadas de la liber-
tad, usuarias y consumidoras;

b)	el derecho al agua (art. 12), a la alimentación y soberanía ali-
mentaria (art. 13), la universalización del derecho a la seguri-
dad social (art. 34), el derecho a la salud (art. 32), los derechos 
de la naturaleza (art. 71), los derechos a la participación y los 
de los pueblos indígenas;

c)	se elimina la clasificación tradicional de los derechos, deter-
minando el carácter complementario y la igual jerarquía de 
todos los derechos constitucionales. Se supera la clasificación 
y diferenciación entre derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales, la Constitución de 2008 usa una clasifi-
cación temática: derechos del buen vivir, de participación, de 
libertad y otros;

d)	los derechos colectivos pueden reivindicarse como “derechos 
de las comunidades, pueblos y nacionalidades”, para destacar 
así que también otros derechos que pueden exigirse eventual-
mente de forma colectiva. Según el artículo 10, son titulares 
de esos derechos las personas, comunidades, pueblos, nacio-
nalidades y colectivos; por tanto, todos los derechos pueden 
exigirse de forma individual o colectiva (art. 11).
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Acerca de las garantías constitucionales:

a)	se desarrollan especialmente las llamadas garantías jurisdiccio-
nales, el amparo, el habeas corpus y el habeas data, es decir las 
acciones jurídicas ante los jueces para reclamar por la violación 
de los derechos. Se incorporan, el acceso a la información públi-
ca (art. 91) y la acción de cumplimiento (art. 93), además se crea 
el Amparo o Tutela contra sentencias judiciales (arts. 94 y 437);

b)	se consideran adicionalmente como garantías jurisdiccionales, 
los derechos la actividad legislativa y en general de producción 
de normas (art. 84), la realización de políticas públicas (art. 85) 
y la participación ciudadana (art. 85 inciso final);

c)	se posibilita interponer la acción de protección incluso contra 
políticas públicas cuando estas violan los derechos constitucio-
nales (art. 88).

Los derechos civiles son ahora los “derechos de libertad”, los derechos 
colectivos por los “derechos de los pueblos”, los derechos políticos por 
los “derechos de participación”, los derechos del debido proceso por 
los “derechos de protección”; y los derechos de los grupos vulnerables 
por los derechos de las personas y los grupos de atención prioritaria. 
Esta nueva forma de clasificación, que no solo es innovadora, sino 
audaz, aporta a una comprensión más cotidiana y directa que permi-
tirá a las personas identificar claramente el sentido esencial de cada 
derecho (Arias, 2008).

Además de entender la Constitución como una fuente de dere-
chos, también constituye una forma de garantizar al ciudadano, el 
ejercicio de los mismos, en el art. 66 se establecen claramente las ga-
rantías que el Estado se obliga a proteger y avalar a todos los ciuda-
danos, entre los cuales se pueden destacar: el derecho a la vida, a la 
libertad, a la intimidad, a la libertad de profesar cualquier religión, a 
la libertad de tránsito, a la identidad a la libre asociación, a la libertad 
de sexualidad.

En este marco, las garantías constitucionales van profundamente 
vinculadas a las garantías para el respeto de los ciudadanos, creando 
mecanismos para el ejercicio de sus derechos con garantías jurisdic-
cionales y no jurisdiccionales, incorporando entre las jurisdiccionales 
(además del habeas corpus y habeas data), al acceso a la información 
pública, a la acción de cumplimiento y el amparo o tutela contra sen-
tencias judiciales.

Este cuerpo normativo puso especial interés en desarrollar un 
Estado que se preocupe de manera integral por el bienestar de sus  
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ciudadanos, facilitándoles el acceso a estos mecanismos que tienen 
por objetivo dar herramientas para que los derechos no sean vulne-
rados por parte de los diferentes organismos del Estado, como una 
Constitución donde el ser humano es prioritario de forma integral, 
frente a la organización del Estado y al orden internacional.

Se generó un nuevo régimen de derechos y garantías, toda una 
novedosa forma de reconocer los derechos que el ser humano tiene 
dentro de su condición, cosmovisión, y medio ambiente.

La existencia de un nuevo régimen constitucional entendido 
como la representación del interés mayoritario, ya no en relación con 
solo una parte sino con la totalidad de intereses y demandas de con-
glomerados, mucho más amplios y representativos del conjunto de la 
sociedad ecuatoriana. 

La novedad busca articular o complementar la norma constitu-
cional con las políticas públicas y la participación social, entendidas 
como la capacidad del Estado y la sociedad para la suma y articula-
ción de demandas. 

Estos son procesos que han logrado la mayor inversión pública a 
favor de los más pobres, han generado factores de distribución y redis-
tribución que reconocen y garantizan ya no solamente derechos civiles 
y políticos, sino también derechos económicos (Torres Galarza, 2013).

2.4 LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS
En la nueva Constitución se introdujo el concepto de Estado, pluri-
nacional e intercultural, busca la transformación en la estructura del 
mismo, y fue forjada por la lucha del movimiento indígena y por los 
afroecuatorianos, a favor del reconocimiento de sus derechos cómo 
pueblos, comunidades y nacionalidades, por consiguiente, la existen-
cia del Estado Plurinacional, lo que implica reconocer constitucional-
mente la diversidad cultural. 

Para alcanzar estos objetivos se propuso incorporar los siguientes 
temas:

-- Participación y representación política de todos los ciudada-
nos.

-- Un sistema educativo integral y respetuoso con las diferentes 
identidades étnicas.

-- El establecimiento de competencias e instituciones territoria-
les por niveles de gobierno. 

“Se propone un conjunto de reformas conducentes al fortalecimiento 
del Estado, la Sociedad y la Ciudadanía. Con ella se busca desarrollar el 
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modelo de la nación multiétnica, intercultural e incluyente” (Sánchez, 
2013). Así se enriquece las garantías y los derechos de los pueblos.

La innovación constitucional, tiene que ver en primer lugar con 
la inclusión de nuevos derechos colectivos, como el derecho a no ser 
objeto de racismo ni discriminación (arts. 57.2-57.3), a mantener 
sus sistemas jurídicos propios  (art. 57.10), a constituir y mantener 
sus propias organizaciones (art. 57.15), a ser consultados antes de la 
adopción de medidas legislativas que puedan afectar a esos pueblos 
o colectivos (art. 57.17), el derecho a la limitación de actividades mi-
litares en sus territorios (art. 57.20), a que la diversidad cultural se 
refleje en la educación pública y en los medios de comunicación, a 
tener sus propios medios (art. 57.21), y los derechos de los pueblos en 
aislamiento voluntario (art. 57 inciso final) (Grijalva Jiménez, 2012).

Respecto al derecho a la salud,2 se incorporaron disposiciones 
que contienen elementos normativos, que no solamente reconocen a 
los sistemas de medicina indígena y ancestral, como en la Constitu-
ción anterior, sino además el mandato constitucional es buscar com-
plementariedad con la medicina occidental y que estas tradiciones 
puedan ser integradas a la red pública de salud. 

De igual forma, en la justicia se institucionalizó la participación 
de las mujeres en los sistemas jurisdiccionales indígenas, así como la 
vinculación de la jurisdicción y el territorio.3 

En lo relativo a la educación se fortaleció la dimensión de inter-
culturalidad, como un derecho de toda persona y comunidad, estable-
ciendo que el Estado promoverá el diálogo intercultural. 

2.5 LOS DERECHOS DE LA NATURALEZA 
Otro de los ejes fundamentales en la Constitución Ecuatoriana es el 
referido reconocimiento de los derechos de la naturaleza. 

Se establece que “la naturaleza será sujeto de aquellos derechos 
que le reconozca la Constitución” (artículos 71 y 72), entre ellos: Respe-
to integral de su existencia; mantenimiento y regeneración de sus ciclos 
vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos; y, derecho a la res-
tauración, como un derecho autónomo al que tienen derecho los indi-
viduos y colectivos a ser indemnizados en caso de un daño ambiental.

Se concede legitimación activa a toda persona, comunidad, pue-
blo o nacionalidad para exigir a las autoridades públicas el cumpli-
miento de los derechos.

Se determinó la existencia de la Tutela Estatal sobre el ambiente 
y una corresponsabilidad de la ciudadanía mediante la existencia de 

2	  Artículos 32, 57.12, 358, 360, 362 y 363.4.

3	  Artículo 171.
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un “sistema nacional descentralizado de gestión ambiental”, que tiene 
a su cargo la defensoría del ambiente y la naturaleza.

El Estado asume las obligaciones de promoción, respeto, garantía 
y reparación de estos derechos.

Se establecen incentivos y prohibiciones (art. 72) “incentivar a las 
personas naturales y jurídicas, y a los colectivos, para que protejan la 
naturaleza”. Se prohíbe: i) la de apropiación de servicios ambientales, 
pero sin limitar su prestación, producción, uso y aprovechamiento 
por particulares, al determinar que estos deben ser regulados por el 
Estado; y ii) la introducción de organismos y material orgánico e in-
orgánico “que puedan alterar de manera definitiva el patrimonio ge-
nético nacional”.

Se postulan criterios para la interpretación y aplicación: precau-
ción y restricción; que se determinan para limitar actividades que 
puedan conducir a la extinción de especies, la destrucción de ecosiste-
mas o la alteración permanente de los ciclos naturales.

Se reconoce el derecho de los seres humanos a beneficiarse del 
ambiente y de las riquezas naturales (art. 83) “Respetar los derechos 
de la naturaleza, preservar un ambiente sano y utilizar los recursos 
naturales de modo racional, sustentable y sostenible”.

Para la aplicación de disposiciones legales en materia ambien-
tal, existe el principio de in dubio pro natura que, en caso de duda, 
se aplicará siempre en el sentido más favorable a la protección de la 
naturaleza (art. 395).

Sobre la naturaleza concebida como madre tierra, la Constitu-
ción en el artículo 71, inciso primero, señala “La naturaleza o Pacha 
Mama,4 donde se reproduce y realiza la vida, tiene derecho a que se 
respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regenera-
ción de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos”. 
Adicionalmente, señala en el art. 72 que “La naturaleza tiene derecho 
a la restauración. Esta restauración será independiente de la obliga-
ción que tienen el Estado y las personas naturales o jurídicas de In-
demnizar a los individuos y colectivos que dependan de los sistemas 
naturales afectados”.

Tanto los individuos como el Estado ecuatoriano son correspon-
sables de este proceso de restauración, se reconoce una obligación ci-
vil para las comunidades afectadas, en caso de un posible daño lo que 
ya implica un reconocimiento económico hacia los afectados.

En la Constitución ecuatoriana de 2008, los derechos de la natu-
raleza expresan el principio de que el desarrollo y el sistema económi-
co no pueden ser asumidos como procesos externos o aislados de la 

4	  Término quichua que quiere decir "madre tierra".
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naturaleza. A su vez, la naturaleza no puede ser reducida a una fuente 
de recursos naturales para ser extraídos, transformados y consumidos 
en el proceso productivo (Grijalva Jiménez, 2012).

Estos principios que consagran los derechos de la naturaleza, a 
criterio de Zaffaroni (2011), posibilitan que “cualquiera podría ac-
cionar en defensa de la naturaleza, sin que sea menester invocar —y 
menos probar— la condición de damnificado; al ser un sujeto de de-
rechos, esta adquiere la condición de tercero agredido cuando se le 
ataque ilegítimamente se habilita al ejercicio de una legítima defensa 
por parte de terceros”. 

Los derechos de la naturaleza, tienen relación con la biodiver-
sidad, el Ecuador pertenece al grupo de 17 países megadiversos del 
planeta, que en su conjunto albergan más de las dos terceras partes de 
toda la biodiversidad del mundo. Dentro de este grupo, el país, a pesar 
de ser el más pequeño de estos en superficie, posee la mayor cantidad 
de especies por kilómetro cuadrado, pues alberga el 18% de todas las 
especies de aves (1.626) y orquídeas (3.500), el 10% de anfibios (394) 
y el 8% de mamíferos (369) (MA, 2015).

El Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SNAP) abarca las cua-
tro regiones geográficas del país y 20 provincias, y cubre una superficie 
aproximada del 20% del territorio nacional, con un total de 19.381.549 
hectáreas, de las cuales 5.000.857 son terrestres y 14.380.692 son ma-
rinas (incluida la nueva Reserva Marina Canta Gallo).

Este derecho adquirido por la naturaleza evidentemente tiene que 
ver también con la economía de la biodiversidad. En Latinoamérica 
existen países mega diversos, que poseen los mejores y mayores re-
cursos en ecosistemas, especies y genes. Detrás de esa variabilidad o 
diversidad biológica o genética, existen en este momento las mejores 
y mayores inversiones e intereses de la economía global, para contro-
lar fundamentalmente la industria alimentaria y farmacéutica (Torres 
Galarza, 2012).

2.6 EL ESTADO Y LA ECONOMÍA
La nueva Constitución busca desarrollar los componentes constituti-
vos de una nueva economía, se trata, a partir del pacto societal cons-
tituyente, definir el objetivo, los sentidos y sujetos económicos, que 
desmonten la estructura jurídica dominante y construyan la fase pos 
neoliberal.

El texto constitucional prescribe en su artículo 275 que “el régi-
men de desarrollo es el conjunto organizado, sostenible y dinámico 
de los sistemas económicos, políticos, socio-culturales y ambientales, 
que garantizan la realización del buen vivir, del sumak kawsay”. Se 
definen como otros objetivos: 
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Mejorar la calidad y esperanza de vida, y aumentar las capacidades y po-
tencialidades de la población en el marco de los principios y derechos que 
establece la Constitución; Construir un sistema económico, justo, demo-
crático, productivo, solidario y sostenible basado en la distribución iguali-
taria de los beneficios del desarrollo, de los medios de producción y en la 
generación de trabajo digno y estable, y la búsqueda del buen vivir de todos 
los ecuatorianos.

En el art. 283, “Principios jurídicos del sistema económico-social: de 
economía pública, privada, mixta, popular y solidaria”, que incluye los 
sectores corporativistas, asociativos y comunitarios, se establece que:

El sistema económico es social y solidario; reconoce al ser humano como 
sujeto y fin; propende a una relación dinámica y equilibrada entre socie-
dad, Estado y mercado, en armonía con la naturaleza; y tiene por objetivo 
garantizar la producción y la reproducción de las condiciones materiales e 
inmateriales que posibiliten el buen vivir.

Esta es la clave para comprender la dimensión del nuevo sistema eco-
nómico que se consagra constitucionalmente y que se está constru-
yendo socioeconómicamente.

El art. 284 da cuenta de los objetivos de la política económica, lo 
que incluye la definición de los alcances de la participación del Estado 
en la economía. Se confiere a la política económica y a la política fis-
cal (contemplada en el art. 285) un papel importante en el desarrollo 
nacional y territorial, así como en la distribución y redistribución del 
ingreso. Algo fundamental: corresponde a la política económica ase-
gurar la soberanía alimentaria y energética

El Régimen de Desarrollo, contenido en el Título VI de La Cons-
titución, contiene los pilares básicos referidos a la naturaleza misma 
del desarrollo, cuyo fin último es la consecución del buen vivir (sumak 
kawsay). Se confiere al Estado la tarea fundamental de planificar el 
desarrollo participativo como la metodología para la acción colecti-
va. El Plan Nacional de Desarrollo se considera como “instrumento 
matriz de proyectos, programación y ejecución presupuestaria” al que 
se “sujetarán las políticas, programas y proyectos públicos; la progra-
mación y ejecución del Presupuesto del Estado; y la inversión y la 
asignación de recursos públicos”.

Al establecer los vínculos, las relaciones, la sinergia, entre la nor-
ma constitucional, las políticas públicas y las herramientas de plani-
ficación, se constituyen los factores que contribuyen al carácter de un 
constitucionalismo que no solo proclama derechos.

Por tanto, la aproximación al espíritu de estas normas no puede 
ni debe ser unilateral o unidimensional desde la lógica jurídica, sino 
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por el contrario entender que sus significados y significantes, aluden a 
un conjunto de dimensiones políticas, económicas, sociales y cultura-
les que tienen que ser consideradas respecto de la economía.

Para ello es necesario también comprender que las nuevas formas 
de la economía, son plurales, y se fomentan mediante la relación Esta-
do, empresas y comunidades.

Precisamente en el capítulo cuarto de la Constitución, en la sec-
ción primera, que trata sobre el Sistema Económico y la Política Eco-
nómica, coexisten y se complementan diversas formas de organiza-
ción económica y de propiedad. 

Otro de los aspectos de la clave de esta Constitución Económica, 
es el tema tributario. Los artículos 300 y 301 lo definen: El régimen 
tributario se regirá por los principios de generalidad, progresividad, 
eficiencia, simplicidad administrativa, irretroactividad, equidad, 
transparencia y suficiencia recaudatoria. Se priorizarán los impues-
tos directos y progresivos. La política tributaria promoverá la redistri-
bución y estimulará el empleo, la producción de bienes y servicios y 
conductas ecológicas, sociales y económicas responsables. Y, comple-
mentariamente, el art. 408 en su referencia al modelo de gestión y po-
lítica tributaria por aplicarse en la explotación de recursos naturales 
estratégicos, tanto renovables como no renovables.

2.7 LA CONSTITUCIÓN Y LA INTEGRACIÓN
Conforme a la constitución ecuatoriana la integración latinoameri-
cana es puesta como prioridad. Así, se expresa en el Título VIII de 
Relaciones Internacionales de la Constitución ecuatoriana en el capí-
tulo tercero, al decir que “la integración, en especial con los países de 
Latinoamérica y el Caribe, será un objetivo estratégico del Estado. En 
todas las instancias y procesos de integración, el Estado ecuatoriano 
se comprometerá a […]”. 

Esta iniciativa compartida también por otros países latinoame-
ricanos, ahora se ve reflejada en organismos y mecanismos de inte-
gración, como UNASUR, MERCOSUR, ALBA, CELAC, CAN, etcétera.

Dentro de la política del Ecuador en el ámbito regional, el Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores como órgano ejecutor de la política 
internacional, dentro de su Plan Estratégico tiene entre sus objetivos 
en trabajar en la complementariedad de la cooperación internacio-
nal hacia las prioridades nacionales y la inserción de las potencia-
lidades del país en la región y en el sistema internacional, además 
de orientar sus acciones para la transformación de los organismos 
multilaterales hacia la democratización en la toma de decisiones y la 
transparencia en su gestión, tanto en el ámbito interamericano como 
en el suprarregional.
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En los últimos veinte años, los países suramericanos y centroameri-
canos han consolidado una serie de esquemas de integración nacidos en 
décadas anteriores cómo MERCOSUR (Mercado Común del Sur), CAN 
(Comunidad Andina) y el SICA (Sistema de Integración Centroamerica-
no) o han creado nuevos ejes de integración como el ALBA (Alternativa 
Bolivariana para América Latina), CELAC (Comunidad de Estados Lati-
noamericanos y Caribeños), y UNASUR (Unión de Naciones Sudameri-
canas), entre otros, que permitieron la integración de América latina en 
sus ámbitos, económico, educativo, cultural, tecnológico, social, etcétera.

De manera más concreta, profundizar la integración implica su-
perar las dificultades por las que atraviesan los esquemas existentes 
en la región y que son sobre todo de orden político. Cabe preguntar 
sobre la importancia de hacer de la integración regional una política 
de Estado más que una política de gobierno.

A manera de conclusiones, la singularidad que define el giro cons-
titucional en el Ecuador, o en los casos de Venezuela 1999 y Bolivia en 
2009 se pueden caracterizar por:

a)	el reconocimiento del poder popular como poder constituyente;

b)	la aprobación y apropiación social de las reformas constitucionales;

c)	la ampliación de la cantidad y calidad del Estado, al represen-
tar intereses, necesidades y derechos y consagrando garantías 
para su cumplimiento;

d)	los factores de inclusión económica, política y social determi-
nados constitucionalmente;

e)	la recuperación de las facultades soberanas del Estado y las 
referidas a: planificación, control, regulación y distribución;

f)	 las nuevas formas y niveles de participación social;

g)	los derechos de los pueblos, los derechos de la naturaleza y el 
buen vivir;

h)	la prioridad por la integración latinoamericana y la política ex-
terior multipolar.
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